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“La justicia lenta, no es justicia”, “la justicia ininteligible, no es justicia”, “la justicia cara, no es justicia”... pero
no hay peor justicia que la que se renuncia a pedir. Recuperar la confianza de los ciudadanos en la Administra-
ción de Justicia, se ha convertido en un objetivo ineludible si queremos que la tutela judicial efectiva garantice,
realmente, los derechos y libertades. Para eso, como ha dicho el Foro para la justicia como Servicio Público, és-
ta tiene que ser la solución y no un problema para los ciudadanos.

Nuestro último Congreso, del que se da amplia información en este número, aprobó como objetivos de nues-
tra Asociación la promoción  y  defensa de los principios, derechos y valores reconocidos en la Constitución, la
mejora del servicio público de la Administración de Justicia y la mejora de las condiciones profesionales de Jue-
ces  y Magistrados.

Y en esa línea, participaremos activamente en la discusión del futuro Pacto de Estado para la Justicia, apor-
tando propuestas y promoviendo un debate público. Pero no nos llamemos a engaño: cualquier reforma en pro-
fundidad (si se consigue), tardará años en dar fruto.

Mientras tanto podemos trabajar para que la Administración de Justicia funcione, teniendo el interés del justi-
ciable como objetivo principal. Ello supone que los ciudadanos sean atendidos con corrección e informados con-
venientemente de sus derechos y obligaciones, de los costes del proceso, que reciban resoluciones comprensi-
bles y entiendan la finalidad y el estado de las actuaciones; es decir, que se les trate con la dignidad que merecen
y que tantas veces olvidamos todos los profesionales del derecho por  agobio del trabajo, por rutina, por desi-
dia… En fin, por olvidar que nuestra labor sólo se justifica si los ciudadanos  confían en nosotros.

La “Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia”, aprobada por el Foro de la Justicia, pretende ga-
rantizar esos derechos mínimos para conseguir un servicio público de calidad.  Si el Secretariado de Jueces pa-
ra la Democracia pretende que las Secciones territoriales asuman como tarea el potenciar tal Carta entre las or-
ganizaciones de usuarios  y consumidores,  Asociaciones de vecinos, Sindicatos e incluso Parlamentos
Autonómicos, cada uno de vosotros, lectores, puede decidir ya comprometerse públicamente a atender tal Carta
de  Derechos: solo tenéis que desprender la página central de este Boletín y colocarla en un sitio visible de vues-
tra oficina judicial, despacho o Colegio profesional.  



Como se recordará, los recursos por el
impago de las guardias en localidades de
cuatro a diez juzgados están siendo esti-
mados en algunos tribunales. En concre-
to, la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del TSJ de Cataluña estimó el recurso
auspiciado por Jueces para la Democra-
cia y presentado por un compañero por
el impago de las guardias, realizadas en-
tre septiembre de 1996 y diciembre de
1997.

Varios juzgados de lo contencioso-ad-
ministrativo también han reconocido esa
posibilidad, aunque sigue recurriéndose
por el abogado del Estado, defendiendo
la postura del Ministerio de Justicia, úni-
co responsable de esa situación. El Mi-
nisterio admite la remuneración para to-
dos los funcionarios, forenses y
secretarios judiciales que realizan la guar-
dia, pero la niega para los jueces. Y pese
a los pronunciamientos favorables de los
tribunales, sigue sosteniendo esa posi-
ción sin fundamento serio.

En el caso de los afectados en Catalu-
ña, los efectos de la sentencia que reco-
noce el derecho a percibir la remunera-

ción por guardias pueden extenderse a
todos los afectados que las hayan reali-
zado en Juzgados de Instrucción del ám-
bito TSJ de Cataluña en esa época, aun-
que ya no estén destinados en el ámbito

de dicho tribunal, presentado reclama-
ción ante la propia Sala.

Jueces para la Democracia se ha diri-
gido a sus asociados para informarles de
tal posibilidad conforme al artículo 110.3

de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, evitando la necesidad del
recurso ordinario y del recurso conten-
cioso-administrativo, porque se abre un
incidente en el propio recurso del com-
pañero que lo ha ganado, si se cumplen
los requisitos, extendiendo el efecto de la
sentencia.

RECTIFICACIÓN DEL MINISTERIO

Pero este remedio no oculta el proble-
ma principal. El Ministerio de Justicia no
ha rectificado aún en esta cuestión. El
nuevo equipo ministerial debería mostrar
su pregonada voluntad negociadora, ac-
cediendo a una reivindicación tan ele-
mental como ésta que ya están recono-
ciendo los tribunales de justicia. Sólo
hace falta dirigirse al servicio jurídico del
Estado para evitar el recurso ante la Sala
allí donde los compañeros obtienen el re-
conocimiento a un principio elemental:
el trabajo se retribuye. 

Secretariado Jueces para la Democracia
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ACTUALIDAD

EXTENSIÓN DE EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE RECONOCE

LAS GUARDIAS DE LOS JUECES

Las guardias en los pueblos todavía sin
retribuir
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XV CONGRESO

JpD RECLAMA NUEVAS MEDIDAS CONTRA

LA VIOLENCIA DOMÉSTICA

Jueces para la Democracia
celebró su XV Congreso en Gi-
jón, los días 8 y 9 de junio de
2000. Más de cien asociados
a c u d i e ron al congreso, en el
que se renovaba el Secre t a r i a-
do, aprobando la gestión del sa-
liente, presentada por su porta-
voz, Ricardo Bodas, por 65
votos a favor, ninguno en con-
tra y 18 abstenciones.

La apertura del congreso se
realizó por la alcaldesa de Gijón,
Paz Fernández Felgueroso, y la
mesa del congreso se constituyó

por Miguel Carmona, pre s i d e n t e
de la Audiencia Provincial de
Sevilla, como presidente, José
Luis Gil Olmo, magistrado de la
Sala de lo Social del TSJ de Ma-
drid y Charo Fernández Hevia,
decana de Gijón, como vocales.

Entre las resoluciones del
congreso destacó la exigencia
de nuevas medidas contra la
violencia doméstica. JpD cons-
tató el incremento de los ata-
ques contra la integridad física,
la vida y la libertad de los inte-
grantes de las familias, sobre
todo las mujeres.

Se aprobó reclamar una re-
f o rma del Código Penal para

que todas las conductas que
atenten contra la integridad físi-
ca y moral de las personas, co-
mo lesiones y malos tratos, y
contra la libertad, como amena-
zas y coacciones, se re c o n d u z-
can a delito, con todas sus con-
secuencias pro c e s a l e s .

Igualmente, la coordinación
de las administraciones públi-
cas, para una más eficaz pro-
tección de las víctimas, y en el
ámbito de la administración de
justicia, por los órganos com-
petentes de la fiscalía, los juz-

gados de familia, instrucción y
vigilancia penitenciaria.

ACUMULAR DENUNCIAS

En tanto no se desarrolle una
n o rma de competencia que vin-
cule a todos los jueces, se re-
clama que se adopten norm a s
de reparto que atribuyan a un
mismo juzgado la competencia
para la instrucción de todas las
denuncias interpuestas por los
mismos perjudicados, en esen-
cia la mujer y los menores, con-
tra el mismo agre s o r, para evitar
la dispersión de investigaciones

y medidas cautelares por diver-
sos juzgados.

También se solicitó que la
suspensión de la ejecutividad
de las penas de hasta dos años
de privación de libertad para
aquellos agresores condenados
por primera vez, se condicione
a la obligación de participar en
programas formativos de re-
educación, como establece el
artículo 83.4 del Código Penal.

En esta materia también se
reclama que la Escuela Judi-
cial, mediante seminarios u

otros medios, potencie el co-
nocimiento de los futuros jue-
ces sobre el alcance de este
grave conflicto social.

Hubo tiempo también para
rendir un cálido homenaje a An-
tonio Jiménez Pericas, re c i e n t e-
mente jubilado y que acudió a
Gijón, su último congreso, re c i-
biendo el cariñoso apoyo de to-
dos sus compañero s .

El congreso fue clausurado
por el portavoz del Consejo
General del Poder Judicial, Be-
nigno Varela, el presidente del
Principado de Asturias y el mi -
nistro de Justicia, Angel Ace-
bes.

JURADO 

Y LECRIM

Una de las resolucio-
nes adoptadas por el XV
Congreso de Jueces para
la Democracia fue mos-
trar la disconformidad de
la asociación con la pre-
tensión del Partido Popu-
lar de vaciar de compe-
tencias y funciones al
jurado e introducir un sis-
tema escabinado.

El congreso calificó esa
posibilidad de “retroceso
en la participación popu-
lar en la Administración
de justicia”, exigencia im-
puesta constitucional-
mente. La implantación
del jurado supuso, según
la resolución apro b a d a ,
reanudar una tradición
histórica democrática, y la
iniciativa del gobierno re-
fleja el temor a ese desa-
rrollo.

Se consideró también
que algunos han percibi-
do el jurado como la pér -
dida del monopolio de la
función jurisdiccional,
que se entiende así en
clave patrimonial y no
constitucional.

DESAJUSTES
SUPERADOS

La resolución considera
superados los primeros y
lógicos desajustes, fruto
de la novedad e inexpe-
riencia de algunos magis-
trados, fiscales y aboga-
dos, destacando que
hayan dejado de ser noti-
cia los veredictos.

Si alguna re f o rma es
p recisa, según JpD, es la
de la LECRIM, que simpli-
fique los procesos, gene-
ralizando principios in-
t roducidos por la Ley del
Jurado, como el acusato-
rio y de contradicción,
reduciendo el proceso de
investigación para evitar
su prolongación excesi-
v a .

XV Congreso JpD, Gijón, junio 2000.
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XV CONGRESO

UNA LEC 

SIN MEDIOS

La aprobación de la
nueva LEC ha llevado
al XV Congreso de JpD
a denunciar la falta de
medios para su aplica-
ción. Una ley de tal im-
portancia no puede en-
trar en vigor sin que
los juzgados dispongan
de salas de vista, mo-
delos en soporte infor-
mático, medios de gra-
bación y una planta
adecuada, que asegure
el cumplimiento de los
principios de oralidad
y concentración que
p ro c l a m a .

Se puso de manifies-
to que, además, era
precisa una reforma de
la LOPJ que no se pro-
dujo con la aprobación
de la LEC, pro y e c t o
que el nuevo ministerio
de justicia ni siquiera
ha anunciado, lo que
hace dudar de la vo-
luntad política de que
entre esta ley en vigor
plenamente.

El congreso de JpD
aprobó reclamar al go-
bierno la urgente dota-
ción de los re c u r s o s
p resupuestarios que
sean necesarios para el
incremento de la planta
judicial civil, y para ga-
rantizar que a su entra-
da en vigor, los juzga-
dos dispondrán de los
medios precisos para
su aplicación.

La resolución con-
cluye que, en otro ca-
so, se habrá faltado a la
honestidad política que
se re q u i e re para de-
mostrar el verd a d e ro
deseo de una reforma
en profundidad de la
justicia civil.

NUEVO

SECRETARIADO

DE JpD

El XV Congreso de Jue-
ces para la Democracia ha
designado nuevo Secreta-
riado para los dos próxi-
mos años. Tras la votación
por el sistema de listas
abiertas, a la que concu-
rrieron dos candidaturas,
resultaron elegidos todos
los integrantes de una de
ellas:

— Estrella Blanes Ro-
dríguez, coordinadora del
s e c retariado, magistrada
del Juzgado de lo Conten-
cioso n.º 2 de Valencia.

— Ricardo Bodas Mar-
tín, área institucional, titu-
lar del Juzgado de lo So-
cial n.º 31 de Madrid, que
ha sido reelegido.

— Miguel Carm o n a
Ruano, responsable del
área internacional, presi-
dente de la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla.

— Montserrat Comas
D’Argemir i Cendra, nueva
portavoz del Secretariado,
es titular del Juzgado de
Instrucción n.º 3 de Barce-
lona. Repite mandato.

— Teresa Conde-Pum-
pido Tourón, área de In-
formación, magistrada del
Juzgado de lo Social n.º 3
de Pontevedra.

— Arcadio Díaz Tejera,
Relaciones con la Socie-
dad, magistrado del Juzga-
do de lo Penal n.º 4 de Las
Palmas de Gran Canaria.

— José María Fernán-
dez Seijo, Formación y Es-
cuela Judicial, titular del
Juzgado de 1.ª Instancia
n.º 35 de Barcelona, quien
repite mandato.

— Ángel Juanes, Orga-
nización e Informes, presi-
dente del TSJ de Extrema-
dura.

— Javier Martínez Lá-
zaro, área sindical, es ma-
gistrado de la Audiencia
de Madrid y ha sido reele-
gido.

Otra de las re s o l u c i o n e s
adoptadas por el congreso de
JpD fue la oposición a la refor-
ma de la Ley de Extranjería,
que supondrá un retroceso de
los derechos y libertades de los
inmigrantes. Sólo una política
de integración social y de reco-
nocimiento de los derechos a
las personas puede evitar con-
frontaciones sociales.

Los congresistas aprobaron
defender el control jurisdiccio-
nal cuando se produzca la de-
negación de visados o permi-
sos de residencia, actividad
d i s c recional que no puede
quedar fuera de control pues
supondría “una injustificada
excepción al principio consti-
tucional de pleno sometimien-
to de la actuación de la Admi-
nistración al control judicial”.
Además se reclamó que la re-
gularización sea permanente y
que no se haga distinción entre
los extranjeros legales o ile-
gales.

En este sentido, una de las
primeras intervenciones públi-
cas del nuevo Secretariado de
JpD, elegido en el XV Congre-
so, fue la denuncia de la ex-
pulsión de 36 extranjeros dete-
nidos cuando se encontraban
hacinados en una furgoneta en
Mijas (Málaga), el pasado mes
de junio.

RETORNO SIN
GARANTÍAS

Mediante un comunicado se
denunció la vulneración de va-
rios preceptos de la vigente
Ley de Extranjería, pues fueron
retornados como si hubieran
sido detenidos en la frontera,
cuando se encontraban dentro
del territorio nacional por lo
que tenían derecho a la asis-
tencia jurídica, sin que se cum-
pliera el trámite de audiencia
con asistencia letrada prevista
para todas las personas a las
que se les obliga a salir de Es-
paña cualquiera que sea la vía
administrativa adoptada.

Además en aquel caso se
privó al juez instructor, fiscal y
abogado de tomar declaración
a las víctimas de un delito de
tráfico ilegal de mano de obra,
vulnerando el artículo 50 de la
Ley que permite a las víctimas
denunciar los hechos y colabo-
rar en su investigación. 

INSENSIBILIDAD SOCIAL

La escasa sensibilidad del
gobierno ha quedado patente
con actos semejantes y con la
pretensión de reformar la Ley
de Extranjería, aprobada con
un amplio consenso, sin dar
tiempo a desplegar sus resulta-
dos positivos o negativos.

El Secretariado de JpD de-
nunció que la reforma proyec-
tada es innecesaria e injustifica-
da. La restricción de derechos
fundamentales (asociación,
reunión, sindicación, huelga...)
a los extranjeros sin papeles,
vulnera la Constitución, pues
son derechos inherentes a la
persona por el mero hecho de
serlo, al ser impre s c i n d i b l e s
para la garantía de la dignidad
humana.

La re f o rma, según Jueces
para la Democracia, pre t e n d e
la vuelta al tratamiento exclu-
sivamente policial de la entra-
da y permanencia de extranje-
ros en España, convirtiendo
de nuevo en causa de deten-
ción y expulsión el hecho de
c a recer de papeles, limitando
la asistencia jurídica, el dere-
cho al agrupamiento familiar,
las posibilidades de obtener
p e rmiso de residencia y traba-
j o . . .

Estas restricciones que aho-
ra propone el ejecutivo son
contrarias a la DUDH y a los
acuerdos de la Presidencia del
Consejo Europeo de Tampere
y una insolidaria pretensión,
que debería traer la consi-
guiente retirada de la reforma
pretendida y el necesario desa-
rrollo reglamentario de la ley
vigente.

POR LOS DERECHOS 

DE LOS EXTRANJEROS



P regunta.—Has sido re-

elegida como portavoz del

Secretariado de Jueces para

la Democracia. ¿Cuáles son

las próximas líneas de ac-

tuación de JpD?

Cumplir con los objetivos de
nuestra Asociación aprobados
en el Congreso: la promoción y
defensa de los principios, dere-
chos y valores reconocidos en
la Constitución, la mejora del
servicio público de la adminis-
tración de justicia y la mejora
de las condiciones profesiona-
les de jueces y magistrados. En
la primera reunión de Secreta-
riado hemos decidido entre
otros temas potenciar el Foro
de la Justicia en las distintas
Comunidades Autónomas si así
se asume por las Secciones Te-
rritoriales, y elaborar nuestras
propias propuestas para el fu-
turo Pacto de Estado.

Y por supuesto, reiniciar las
negociaciones con el Ministerio
de Justicia para que se elabore
la Ley de retribuciones e im-
pulsar una comisión de Ley de
Extranjería, además de la apro-
bada en el Congreso sobre vio-
lencia de éste género.

P.—Algunos medios si-

guen insistiendo en deslegi-

timar el CGPJ. ¿Qué opina

Jueces para la Democracia?

Dada su naturaleza de órga-
no político-administrativo que
gobierna uno de los tres Pode-
res del Estado, sus decisiones,
a diferencia del Tribunal Cons-
titucional están perm a n e n t e-
mente en el ojo del huracán.
En ocasiones las críticas se pro-
ducen no desde perspectivas

institucionales, sino desde pos-
turas partidistas o sectarias. Al-
gunos intentos de deslegitima-

ción proceden de sectores de
la derecha política y judicial
por el modo de elección parla-
mentario de sus veinte vocales,
sistema al que atribuyen su po-
litización.

S o r p rende, sin embarg o ,
que con análogo sistema de

elección, el Tribunal Constitu-
cional no haya sufrido ningún
tipo de deslegitimación. Esto es

una muestra de lo artificioso
del acoso y derribo al que está
sometido el Consejo por parte
de sus detractores.

P.—Sin embargo, tras el

20 aniversario del Tribunal

Constitucional algunos me-

dios insisten en su carácter

político. ¿Porqué se quiere

desacreditar su labor?

No creo que pueda hablarse
en absoluto de desprestigio del
TC sino todo lo contrario. El
que haya sectores minoritarios,
y acaso ruidosos, que no hayan
asimilado el Estado Constitucio-
nal de Derecho y dentro de él
la supremacía del TC como má-
xime intérprete de la CE y últi-
mo baluarte de los dere c h o s
fundamentales, no puede ser
considerado como despre s t i g i o
de este órgano. Sin la existencia
del mismo se estaría muy lejos
de haberse experimentado en
España un cambio tan radical
en el panorama jurídico-general
y en el judicial, en materia de
d e rechos fundamentales y ga-
rantías constitucionales.

P.—El “Plan de Choque”

para la justicia parece ha-

berse quedado en la prórro-

ga de la edad de jubilación.

¿Qué te parecen sus medi-

das?

Cualquier plan de choque es
bueno si con ello se mejora la
situación actual. Sin embargo,
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MONTSERRAT COMAS, NUEVA PORTAVOZ DE JpD

“Sin el TC se estaría muy lejos de un cambio tan radical en materia 
de derechos fundamentales y garantías constitucionales”

Montserrat Comas d’Argemir i Cendra, es magistrada del Juzgado de Instrucción n.º 3 de Barcelona, y lleva 13 años ejerciendo en la
carrera judicial. Fue juez en Arenys de Mar, y tras el XV Congreso de Jueces para la Democracia ha sido elegida portavoz de su

Secretariado.

“Nuestra inequívoca
defensa de los valores
de la Constitución nos

lleva a rechazar el
proyecto de reforma

de la Ley de
Extranjería, al

restringir derechos
fundamentales de la

persona”



dados los concretos términos
en que se propone, no cree-
mos que suponga paliativo al-
guno. La ampliación de la edad
de jubilación anquilosa la ca-
rrera judicial. Es una medida
que no tiene parangón en
nuestro entorno. Además, no
deja de ser un parche: apenas
afecta a cien magistrados y el
CGPJ reclama novecientos jue-
ces más a fin de atender la cre-
ciente litigiosidad.

En cuanto a la reducción del
período de formación va en
claro detrimento de la calidad
de los futuros jueces y nos co-
loca nuevamente en el furgón
de cola de nuestro entorno cul-
tural, donde tal periodo es mu-
cho más prolongado. Se trata,
de hecho, de un cambio más
aparente que real. En la actua-
lidad, los últimos seis meses de
formación ya se realizan en un
juzgado como jueces sustitutos
bajo la supervisión de un tutor
y coordinados con la Escuela
Judicial.

P.—Sobre la actualización

salarial de los jueces el nue-

vo Ministerio de Justicia no

se ha pronunciado.

Así es. Desconocemos los
nuevos planes del Ministerio,
aunque parece que están en
estudio las bases de una Ley de
Retribuciones tantas veces re-
clamada desde 1985, al haber-
se incumplido el mandato de la
Ley Orgánica del Poder Judi-
cial. A fin de retomar las nego-
ciaciones, las cuatro Asociacio-
nes de Jueces y las dos de
Fiscales hemos solicitado con-
juntamente una reunión al mi-
nistro señor Acebes. No cabe
ninguna duda que este es un
tema que no puede ser ignora-
do en el futuro e imprescindi-
ble Pacto de Estado sobre la
Justicia. La solución de este
problema es inaplazable.

P.—El gobierno del Parti-

do Popular quiere modificar

y endurecer la Ley de Ex-

tranjería. ¿Cuál es la posi-

ción de JpD en esta materia?

De radical oposición a cual-
quier cambio de la actual ley

que entró en vigor en enero y
que responde al consenso de
la mayoría de los grupos par-
lamentarios. Cualquier modifi-
cación restrictiva, además de
innecesaria, es injustificada.
Nuestra inequívoca defensa de
los valores de la Constitución
nos lleva a rechazar sin palia-
tivos el proyecto de ley re m i-
tido a las Cortes, al re s t r i n g i r
d e rechos fundamentales de la
persona. Del hecho azaro s o
del lugar de nacimiento, quien

se predica de un Estado social
y democrático de Derecho no
puede hacer una categoría
esencial que justifique la dis-
criminación entre los seres hu-
manos; discriminación que, en
el fondo, tiene un regusto atá-
vico a racismo. Es, además, el
coto a la pobreza. Al inmi-
grante con posibles ni tan si-
quiera se le considera inmi-
grante, sino un digno
v i s i t a n t e .

P.—Y en materia de vio-

lencia familiar ¿son sufi-

cientes las medidas adopta-

das por el nuevo equipo

ministerial?

La valoración global de las
nuevas medidas es positiva. Sin
embargo, una parte de ellas ya
estaban incluidas en el anterior
Plan y si no se han hecho efec-
tivas se debe a que no se ha
dotado de un presupuesto sufi-
ciente para promover las accio-
nes anunciadas en materia de
educación, prevención, asisten-
cia médica y psicológica, cen-
tros de acogida, asesoramiento

jurídico y mayor pro t e c c i ó n
policial.

En el último Congreso apro-
bamos una resolución en la
que proponemos una modifi-
cación legislativa, a fin de que
todas las conductas que aten-
ten a la integridad física, como
malos tratos y lesiones, y a la
libertad, las amenazas, sean re-
conducidas a delito, a la vista
de la ineficaz respuesta de las
faltas penales. Además para

evitar la dispersión y poder
aplicar medidas de protección
a la víctima proponemos que el
mismo juez que conoció de la
primera denuncia, sea el com-
petente para investigar el resto
de las denuncias que se pre-
senten contra el mismo agre-
sor.

P.—¿Por qué promociona

JpD una “Carta de derechos

de los ciudadanos ante la

justicia”?

Los usuarios de la justicia en
todas las encuestas vienen cri-
ticando además de la lentitud,
nuestro lenguaje inasequible,
la incorrección en el trato, el
incumplimiento de los horarios
de atención al público y la fal-
ta de información entre otras
deficiencias. A fin de paliar es-
ta situación y mejorar el servi-
cio público, hemos potenciado
la creación del Foro de la Justi-
cia que en su constitución
aprobó la referida Carta, la cual
contempla un catálogo inequí-
voco de mínimos que forzosa-
mente deben ser garantizados

a quienes acuden a los juzga-
dos y tribunales.

Su punto de referencia des-
cansa en el borrador del Códi-
go de Buena Conducta Admi-
nistrativa que redactó la
Comisión Europea en julio de
1999 y que tiene como finali-
dad que la administración se
encuentre más próxima a los
ciudadanos, asegurando así
una mejor calidad de sus servi-
cios.

P.—¿Cómo podría mejo-

rar la imagen de la justicia?

Cambiar la imagen de la Jus-
ticia comporta un cambio de
mentalidad de jueces, fiscales,
funcionarios, abogados y pro-
curadores, haciéndola entre to-
dos más transparente, ágil y
eficaz. Es necesario, además,
cumplir con el principio consti-
tucional de tutela efectiva, aca-
bando con la insoportable len-
titud de muchos procesos. Para
ello el resto de los poderes del
Estado deben también acome-
ter aquellas reformas globales
necesarias.

JpD propugna un Pacto de
Estado para abordar entre
o t ros temas, la ampliación del
n ú m e ro de jueces, la re f o rm a
de las leyes procesales, la me-
jora de los edificios, la re f o rm a
de la oficina judicial y la me-
jora de los medios materiales.
Todo ello implica mejorar sus-
tancialmente la dotación eco-
nómica necesaria para pasar
del 1% del gasto público ac-
tual al 4,5% que es el de la
media euro p e a .
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“Es imprescindible
mejorar

sustancialmente la
dotación económica en

justicia, para pasar
del 1% del gasto

público actual al 4,5%
que es el de la media

europea”
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OPINIÓN

Finalizada la etapa en la que
los jueces que dirigían el Mi-
nisterio de Justicia ningunea-
ron a las asociaciones judicia-
les y a toda la judicatura, un
nuevo equipo, sin apenas ma-
gistrados, es encargado de esa
responsabilidad.

Como era razonable, las
asociaciones judiciales han
vuelto a plantear la necesidad
de aplicar las medidas que pro-
pone el CGPJ para mejorar la
justicia, ofreciendo un gran
pacto sobre la justicia. La vo-
luntad de que las cosas vayan
mejor exige compromisos, que
es prudente alcanzar.

Sin embargo no basta sólo
con tal voluntad. Hacer que la
justicia funcione mejor exige de-
dicación de todos, compro m i s o
con los valores constitucionales
y medios suficientes para aten-
der las exigencias de los ciu-
dadanos. Ahí están las medidas
que propone la Carta de dere-
chos de los ciudadanos ante la
justicia, que aparecen en la pá-
gina central de este boletín.

Otra de las medidas precisas
es proceder a la actualización
retributiva de la magistratura.
Funcionarios de la administra-
ción la han logrado por la vía
de las “bufandas”, mientras que
los de la administración de jus-
ticia y los integrantes del poder
judicial han sufrido una nueva
congelación salarial, pues ni si-
quiera se ha percibido la actua-
lización por los evidentes erro-
res gubernamentales en las
previsiones sobre inflación.

SUPRESIÓN CATEGORÍAS
8.ª Y 9.ª

Es preciso, por ello, que el
g o b i e rno haga un gesto que

d e m u e s t re su voluntad de ne-
g o c i a r. Hace tiempo que Jue-
ces para la Democracia re i v i n-
dica que las categorías
salariales 8ª y 9ª, que afectan a
los “jueces de pueblo”, desa-
p a rezcan, de modo que todos
los miembros de la carrera con
categoría de juez reciban la
misma remuneración sin dis-
tinción. El propio CGPJ lo so-
licita en una de las 107 medi-
das que ha propuesto al
g o b i e rn o .

Disponer que todos los jue-
ces tengan el nivel re t r i b u t i v o
7.º no supone un desembolso
económico importante. De he-
cho, cada vez es menor, vista la
política de ir convirtiendo mu-
chos juzgados de pequeñas lo-
calidades en destinos a servir
por magistrados, una vía que
está unificando de hecho las
categorías de juez y magistrado.

Por eso el ministerio que
dirige Angel Acebes debe aca-
bar con la injustificable discri-

minación salarial entre los jue-
ces. Un gesto de ese tipo con-
tribuirá a hacer creíble su vo-
luntad de negociar un pacto
global sobre la justicia. Digni-
ficar la retribución de los jue-
ces de pueblo sería un exce-
lente primer paso y un
acertado contrapunto a la ce-
rrazón de anteriores re s p o n s a-
bles ministeriales.

Secretariado JpD

RETRIBUCIONES Y JUECES DE PUEBLO

CURSO DE PREPARACION PARA 
EL ACCESO A LA CARRERRA JUDICIAL 

POR EL CUARTO TURNO

La Fundación “Antonio Carretero” cuenta con un
programa propio de preparación para el acceso a la
carrera judicial por el cuarto turno, que recoge esen-
cialmente temas de Derecho Penal, Constitucional y
Comunitario, Derecho Civil y Procesal Civil. Diseña-
do atendiendo a la entrevista que deben pasar los
aspirantes, intervienen jueces y magistrados especia-
listas en cada una de las jurisdicciones. Se pone es-
pecial énfasis en la participación de los alumnos,
que deben contestar a las distintas cuestiones que se
les plantean, del mismo modo que harán en la en-
trevista.

Las clases son los jueves, de 18 a 22 horas. Para
más información:

Fundación Antonio Carretero
Núñez Morgado, 3, 4.º B
28036 Madrid
Tels.: 91 314 19 64 y 314 03 38
Fax: 91 314 27 52

Viajes Evasión,Agencia de viajes especializada en la organización y prestación de servicios de viaje y vacacionales con clientes de la Administración de Justicia,
con más de quince años de experiencia.

Fruto de esta experiencia es la oferta de servicios que dirigimos a todos los integrantes de la Carrera Judicial, personal y organizaciones relacionadas con la Ad-
ministración de Justicia, con la información sobre los mejores precios y ofertas de viaje, la confección personalizada de sus vacaciones,congresos, seminarios y
jornadas de trabajo.

Además de estos servicios especiales, Viajes Evasión ofrece a las organizaciones y personas dependientes de la Administración de Justicia, descuentos de un 5%
sobre todos sus precios, posibilidad de aplazamiento en tres meses, y otro tipo de descuentos y ventajas por compras anticipadas,y paquetes de viaje de medias y
grandes distancias.

Su teléfono de información,desde donde gustosamente le atenderemos: 91 534 40 05

Joaquín María López, 24
Teléf.: 91 534 40 05
Fax: 91 535 04 54
28015 Madrid
E-Mail: viajesevasion@intelred.es
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La configuración de la Admi-
nistración de Justicia como ser-
vicio público debe llevar nece-
sariamente aparejado un
catálogo de derechos del ciu-
dadano frente a dicha Admi-
nistración, derechos que no
afectan a las cuestiones juris-
diccionales, sometidas al prin-
cipio de legalidad y tutela judi-
cial, sino a la actuación
cotidiana de juzgados y tribu-
nales, en su relación con los
ciudadanos que demandan sus
servicios.

El Libro Blanco de la Justicia,
elaborado por el CGPJ, supuso
un primer hito en esta tarea, al
establecer un catálogo de los
problemas del Poder Judicial y
su incidencia en el justiciable.

La presente Declaración de
Derechos no pretende abordar
ni las reformas legislativas to-
davía pendientes, ni las cues-
tiones estructurales vinculadas
a la carencia de recurso huma-
nos y materiales, así como el
déficit presupuestario que pa-
dece nuestra Administración
de Justicia, sino aquellos as-
pectos que permitirían una
mayor proximidad de la misma
a los ciudadanos, tratando de
garantizar una mejor calidad
de la misma.

La preocupación porque las
instituciones y poderes públi-
cos puedan actuar de modo
más abierto y transparente con
el ciudadano no puede excluir
al Poder Judicial. Esta Carta de
Derechos toma como referen-
cia el borrador de Código de
Buena Conducta Administrati-
va (Decisión de 28 de julio de
1999), proyecto articulado que
redactó la Comisión Europea y
que tiene como finalidad que
la administración se encuentre
más próxima a los ciudadanos,

garantizando una mejor cali-
dad de sus servicios. Para ello
se propone un marco de rela-
ción de la administración con
los ciudadanos.

La Comisión Europea vincu-
la la eficacia a la accesibilidad,
a la información, a la transpa-
rencia e, incluso, a la simple
amabilidad en el trato. La dig-
nidad de la persona y los dere-
chos que le son inalienables
demandan la institucionali-
zación de unos principios bási-
cos que protejan a los ciu-
dadanos cuando demanden
justicia.

Todos estos principios pue-
den ser trasladados al ámbito
del Poder Judicial y convertirse
en una verdadera Declaración
de Derechos del Ciudadano
frente a la Administración de
Justicia, entendida en sus as-
pectos derivados de su condi-
ción de servicio público, por lo
que en sus relaciones con los
ciudadanos los intervinientes
en la justicia respetarán los de-
rechos establecidos en los
principios siguientes:

P R I M E R O . —Esta declara-
ción compromete a jueces, ma-
gistrados, secretarios, fiscales,
y funcionarios de la Adminis-
tración de Justicia en sus rela-
ciones con los ciudadanos que
acuden a juzgados y tribuna-
les, así como a abogados, pro-
curadores, graduados sociales,
y demás colaboradores con la
Administración de Justicia res-
pecto de los ciudadanos que
acudan a ellos en busca de su
asesoramiento.

S E G U N D O . —Los ciudada-
nos tienen derecho a conocer,
anticipadamente, por medio de
presupuesto escrito, el coste
total de la intervención de los
abogados, procuradores, gra-

duados sociales y otros profe-
sionales elegidos, así como la
duración previsible del proce-
dimiento.

Los colegios pro f e s i o n a l e s
garantizarán a los usuarios la
idoneidad de los profesionales
pertenecientes a esa corpora-
ción, para lo cual elaborarán
listas de colegiados por espe-
cialidades. Asimismo, interven-
drán en los pro c e d i m i e n t o s
que contra estos profesionales
se sigan por negligencia profe-
sional o elevación desorbitada
del coste inicialmente presu-
puestado.

Los ciudadanos tienen dere-
cho a que se les designe, por
el turno de oficio, abogados,
procuradores u otros profesio-
nales especializados en la ma-
teria para la que son designa-
dos. Para ello, los colegios
profesionales elaborarán listas
de estos profesionales por es-
pecialidades que deberán ser
tenidas en cuenta a la hora de
ser designados.

T E R C E R O . —El ciudadano
tiene derecho a que su aboga-
do o procurador le facilite co-
pia de los escritos y resolucio-
nes que se presenten o dicten
en los procedimientos por él
instados.

C U A RT O . —El ciudadano,
por razón de dignidad, tiene
derecho a que la relación con
los órganos jurisdiccionales es-
té presidida por la puntuali-
dad, corrección en el trato, la
cortesía, el trato igualitario y el
respeto. Para ello, la relación
se llevará a cabo con lenguaje
asequible y claro, que lo haga
comprensible, que evite la fal-
ta de información y las expre-
siones inconvenientes u ofen-
sivas.

En tal sentido, las citaciones

CARTA DE DERECHOS DE LOS
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y llamamientos a los ciudada-
nos para cualquier acto en los
ó rganos judiciales deberán
cóntener una clara descripción
del motivo, alcance de los mis-
mos, así como, en los casos
que proceda, poder acudir me-
diante representación.

De la misma manera, los lla-
mamientos a testigos se reali-
zarán sin demoras injustifica-
das, cuidando de que tengan
inmediato conocimiento de la
suspensión del acto cuando se
p roduzca una suspensión o
conciliación.

QUINTO.—Previa cita que
podrá ser concertada incluso
por teléfono, los ciudadanos
tienen derecho a ser recibidos
por el juez, el secretario o el
fiscal dentro de un plazo razo-
nable desde su petición y en
las mismas condiciones que se
recogen en el apartado SE-
GUNDO. En caso de ser dene-
gada la solicitud, cualquiera de
ellos deberá razonar por escri-
to porqué se les niega.

En congruencia con lo ante-
rior, en todos los órganos judi-
ciales y fiscalías debe existir,
en sitio visible, un horario de
atención al público en el que
el juez, el secretario o el fiscal
podrán recibir a los ciudada-
nos que lo soliciten. Este hora-
rio deberá ser homologado en-
tre todos los órganos u oficinas
del mismo edificio.

S E X T O . —El ciudadano, cuan-
do accede a los órganos judi-
ciales, tiene derecho a conocer
la situación en la que se en-
cuentra el órgano al que acu-
de, el estado en que se en-
cuentra el procedimiento en el
que tiene interés, si las plazas
de los distintos cargos funcio-
nariales están cubiertas y si

existen plazas vacantes o en
régimen de sustitución.

Igualmente tienen derecho a
conocer e identificar el nom-
b re, apellidos y categorías de
las personas que le atiendan,
incluyendo a los abogados,
p ro c u r a d o res, graduados socia-
les y colaboradores de éstos.

SÉPTIMO.—Como principio
general, todas las actuaciones
judiciales son públicas y todas
las personas pueden tener in-
formación sobre las mismas.
En tal sentido, la persona que
tenga interés en un procedi-
miento podrá acceder, incluso
en forma oral, a la información
sobre el mismo, bien directa-
mente, bien a través de su re-
presentante o asistencia letra-
da, así como a recibir copia de
los escritos presentados por la
parte contraria.

No obstante, la información
será restringida cuando, sobre
las actuaciones judiciales pese
una declaración de secreto su-
marial o la información esté
vetada por afectar a datos per-
sonales o a la intimidad perso-
nal.

O C TAV O . —Los ciudadanos
tienen derecho a que sus peti-
ciones y procedimientos se re-
suelvan dentro del plazo esta-
blecido en la ley, salvo en
casos excepcionales que debe-
rán ser justificados.

En tal sentido, el Consejo
General del Poder Judicial de-
berá elaborar un programa de
previsiones de la duración de
los distintos procedimientos ju-
diciales en los diferentes órde-
nes jurisdiccionales.

Todos los pro c e d i m i e n t o s
serán tramitados por ord e n
cronológico, salvo que la legis-
lación disponga otra cosa.

N O V E N O . —El ciudadano
tiene derecho a que se con-
centren las actuaciones que le
obligue a su presencia perso-
nal en los órganos judiciales y
a que se habiliten las horas y
días precisos, previa justifica-
ción suficiente, cuando esa
presencia le pueda ocasionar
un perjuicio irreparable.

DÉCIMO.—El ciudadano tie-
ne derecho a que las cantida-
des que se encuentren deposi-
tadas en las cuentas de los
órganos judiciales y que legíti-
mamente les correspondan, les
sean entregadas en un plazo
no superior a 72 horas desde
que las mismas se puedan en-
tregar y el órgano judicial ten-
ga conocimiento de su ingreso.

UNDÉCIMO.—Las indemni-
zaciones, dietas o gastos que
deban percibir los ciudadanos
que son llamados a los órga-
nos judiciales se tramitarán con
carácter pre f e rente, estable-
ciéndose los mecanismos ne-
cesarios para que puedan ser
entregados en plazos razona-
bles.

DUODÉCIMO.—El ciudada-
no tiene derecho a que sus
quejas y sugerencias sobre el
servicio público de la Adminis-
tración de Justicia accedan a
los órganos de control y segui-
miento correspondientes, reci-
biendo respuesta motivada so-
bre las mismas, así como sobre
las medidas adoptadas.

Por los funcionarios de la
s e c retaría se pondrá en cono-
cimiento de los ciudadanos la
existencia del libro de re c l a-
maciones y quejas a que se re-
f i e re el Reglamento 1/1998
(BOE de 29 de enero de 1999),
que deberán tener a su dispo-
s i c i ó n .

UDADANOS ANTE LA JUSTICIA

FORO JUSTICIA COMO SERVICIO PÚBLICO
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ACTIVIDADES

EXCARCELACIÓN PARA UN INSUMISO SEVILLANO

El Secretariado de Jueces para la De-
mocracia solicitó el pasado mes de ju-
lio, la excarcelación del insumiso sevi-
llano, José M.ª Trillo-Figueroa, 25 años,
encarcelado en una prisión militar des-
de el veinticuatro de julio, por conside-
rar discriminatorio que el gobierno ha-
ya indultado a más de 1.500 insumisos
en los dos últimos años y no haga lo
propio con este joven.

José María Trillo se negó a realizar el
servicio militar, abandonando el cuartel
al tercer día, dejando una carta en la

que hacía constar los motivos de
conciencia por los que adoptaba esa
postura. Fue sometido a un consejo de
guerra y condenado a dos años y cua-
tro meses de prisión por deserción. En
todo momento ha estado a disposición
de la justicia militar, sin haber intentado
fugarse u ocultarse. El indulto le fue de-
negado, y fue encarcelado.

JpD denunció en un comunicado lo
absurdo de que se pretenda hacer cum-
plir esta pena cuando el servicio militar
obligatorio está a punto de desaparecer.

Además de reclamar de nuevo la des-
penalización de este tipo de conductas,
la asociación judicial calificó de “injus-
ta” la denegación del indulto, que se ha
concedido a muchos jóvenes en situa-
ción parecida.

Por último reclamó que se le aplica-
ran los beneficios penitenciarios de for-
ma inmediata, para que sea excarcelado
de la prisión militar en la que nunca de-
bió entrar, teniendo en cuenta el noto-
rio compromiso del afectado con cau-
sas justas.

AQUI PUBLICIDAD DIKINSON
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ENTREVISTA

ANDRÉS PALACIOS, DECANO DE SEVILLA

“El juez debe ser una figura asequible y cercana, no ajena 
a la sociedad a la que en definitiva tiene que servir”

Andrés Palacios Martínez, de 44 años, ha sido reelegido por la Junta de Jueces celebrada el seis de julio, magistrado juez decano de
Sevilla. En la votación, 42 compañeros apoyaron la reelección de Andrés, y 22 a la candidata de la Asociación Profesional de la

Magistratura, Rocío Pérez Puig González, por lo que no fue necesaria una segunda votación. Andrés Palacios, asociado a Jueces para
la Democracia, ha sido juez de Puente Genil, Úbeda, Puerto del Rosario, Córdoba y Sevilla.

P regunta.—Después de
cuatro años de mandato, has
sido reelegido con un im-
portante apoyo de los jueces
de Sevilla. ¿Qué impresión
te produce ese respaldo?

Pues la verdad, en principio
una gran satisfacción, pero so-
bre todo, la sensación del de-
ber cumplido en relación a las
p romesas y línea marc a d a
cuando hace cuatro años deci-
dí presentarme por primera vez
a las elecciones del Decanato
de esta ciudad. He tratado por
todos los medios de hacer
efectiva la obligación que tene-
mos, con los medios a nuestro
alcance, de conseguir una justi-
cia más ágil, de mayor calidad,
próxima al ciudadano y digna
de su confianza, y en esa línea
asumo de nuevo mi responsa-
bilidad en el mandato que aho-
ra comienza.

P.—Tu anterior mandato
ha supuesto la creación de
nuevos servicios y la conso-
lidación de otros. ¿Qué des-
tacarías como avances más
importantes?

En estos años han entrado
en funcionamiento, afortuna-
damente, todos los proyectos
que pretendí al iniciar mi man-
dato, tales como la creación de
una Oficina de Asistencia a las
Víctimas de delitos, un Servicio
de Publicidad de subastas que
dificultase la actuación de los
“subasteros” en beneficio de
cualquier ciudadano interesado
en particular en una subasta ju-
dicial, y un Servicio de presen-
taciones quincenales, para des-
cargar de ese trabajo al resto
de los juzgados penales.

Se ha potenciado, con asun-
ción de nuevas competencias,
el Servicio Común de Notifica-
ciones y Embargos, y sobre to-
do, se ha creado el Servicio de
I n f o rmación e Investigación
Patrimonial, con terminales in-
formáticas de la Agencia Tribu-

taria, Dirección General de Trá-
fico, Centro de Gestión Catas-
tral de Sevilla y provincia y Ser-
vicio de Estadística del
Ayuntamiento, que está pres-
tando servicio a todos los órga-
nos jurisdiccionales de Andalu-
cía, a excepción de la
provincia de Málaga. 

P.—De cara al próximo
mandato, ¿cuáles son los ob-
jetivos del Decanato?

En primer lugar, consolidar
los servicios ya creados, y
posteriormente, ampliar algu-
nos y poner en funcionamiento
otros nuevos. Entre los prime-
ros pretendo potenciar y am-
pliar la Oficina de Investiga-
ción Patrimonial, con nuevas
terminales informáticas de la
Tesorería de la Seguridad So-
cial, Dirección General de la
Policía, y el acceso al registro
de índices de los Registros de
la Propiedad.

Entre los segundos, preten-
do poner en marcha, a corto
plazo, un Servicio para la ges-
tión de los arrestos de fin de
semana, junto con la Dirección
General de Instituciones Peni-
tenciarias y, especialmente, po-
tenciar la Oficina de atención e
información al ciudadano, co-
mo una vía de comunicación

directa para articular las quejas,
s u g e rencias y re c l a m a c i o n e s
sobre el funcionamiento de los
juzgados y tribunales, así como
la creación de una página web
del Decanato de Sevilla, para
dar una información básica so-
bre algunas cuestiones que se
plantean los ciudadanos y a las
que se puede dar una fácil res-
puesta.

P.—Uno de los retos que
se plantean es la aplicación
de la nueva Ley de Enjuicia-
miento Civil, tras su entrada
en vigor. ¿Dispondremos de
los medios para aplicarla?

Partiendo de la base de que
desde el Decanato se ha veni-
do prestando la más absoluta
colaboración con la Junta de
Andalucía, desde la asunción
por ésta de las competencias
de justicia, lo cierto es que des-
de el mes de marzo, y a través
de lo acordado en las reitera-
das juntas de jueces de 1.ª Ins-
tancia de esta ciudad, se está
reivindicando a la Dirección
General de Gestión de Recur-
sos las necesidades básicas
precisas para la entrada en vi-
gor de la nueva LEC, en lo que
respecta a nuevas salas de vis-
tas, medios de grabación y re-
producción de sonido e ima-
gen, cursos de formación para
los funcionarios destinados en
dichos juzgados, listado de pe-
ritos forenses, nuevas aplica-
ciones informáticas, etc. Y es-
p e ro, a pesar del escaso
tiempo de que disponemos,
que a principios de año estare-
mos en disposición de aplicar
la nueva LEC.

P.—Otro tema de actuali-
dad es el tratamiento a la
violencia familiar. ¿Qué opi-
nas al respecto?

El tema del maltrato a la mu-
jer, menores y personas de la
tercera edad es recurrente y
p reocupante, y debemos
concienciarnos para tratar de

dar solución a lo que la socie-
dad demanda a los jueces en
este asunto. Si bien es cierto
que nuestra justicia penal está
orientada a partir de la presun-
ción de inocencia del imputa-
do y las garantías procesales
del mismo, también lo es que
debemos reivindicar la figura
de la víctima, dentro del proce-
so penal, porque es la gran ol-
vidada.

P.—La experiencia del
Juzgado de Elche, especiali-
zado en violencia doméstica,
parece haber sido muy posi-
tiva. ¿Podría ser un camino a
seguir?

Me consta, tanto por conver-
saciones con el Decano de
aquella ciudad, como con el
propio compañero titular del
juzgado que asumió dichas
competencias, lo positivo de
dicha experiencia, pero creo
que en este tema debemos uti-
lizar todas las herramientas le-
gales a nuestro alcance para
tratar de dar solución a esta la-
cra social, sin perder de vista
que se trata de un problema
que no sólo se va a resolver
desde el punto de vista penal,
sino que habría que enfocarlo
m u l t i d i s c i p l i n a rmente desde
una perspectiva educacional,
social, cultural, etc.

P.—Por último te pedimos
un consejo para los jueces
que acaban de comenzar a
trabajar.

Creo que habría que trans-
mitir la idea de la Administra-
ción de Justicia como Servicio
Público y desde ese punto de
vista, que la gran misión del
juez, como pacificador de con-
flictos, es la de escuchar para
p o s t e r i o rmente re s o l v e r. El
juez, en su actuación, debe ser
una figura asequible y cercana,
y se debe transmitir a la ciu-
dadanía que no somos ajenos a
la sociedad a la que en defini-
tiva tenemos que servir.
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APM, UNA FORMA BURDA Y ZAFIA DE CRITICAR

El Secretariado de nuestra asociación,
Jueces para la Democracia, acordó la edi-
ción y preparación del temario para el in-
greso en la carrera judicial por el denomi-
nado tercer turno. Se quería cubrir un
vacío existente en el mercado y facilitar su
tarea a los aspirantes y preparadores, de
forma que pudiesen disponer de unos te-
mas actualizados y de calidad. Contempla-
mos también la posibilidad de atender vía
Internet a quienes quisieran consultar di-
rectamente dudas o ampliar su informa-
ción sobre un tema determinado.

Encargamos la redacción de cada tema
a magistrados especializados y colabora-
ron con nosotros catedráticos y profesores
universitarios de las distintas materias.

La edición los temarios la concertamos
con la editorial Adam’s por distintos moti-
vos: las condiciones económicas ventajo-
sas, su experiencia en la publicación de te-
marios para oposiciones, su capacidad
para distribuir en todo el territorio na-
cional, etc.

El último número de la revista Delibe-
ración, órgano de la Asociación Pro f e s i o-
nal de la Magistratura, publica una rijosa
crítica al temario que transcribimos ínte-

gramente. Como puede observarse no se
valora el contenido de los temas, su cali-
dad, sino que el anónimo responsable de
la crítica, con absoluto desprecio al traba-
jo realizado por los autores del temario se
dedica a echar unas risas a
costa de la editorial porq u e
en ella se prepara a personal
de la administración de justi-
cia o del Insalud.

El chistoso comentarista
p robablemente ignore que
muchos de los manuales de
los maestros del derecho que
cita tuvieron su origen en te-
marios de oposiciones que se
publicaron en la editorial que
quiso publicárselos, sino es
que los publicaron ellos mis-
mos a su costa. No sabemos
si a Castán, Garrigues, Es-
pín... les habría gustado o no
el contenido de nuestros te-
mas. De lo que estamos se-
guros es que se habrían sen-
tido abochornados de que en
la revista de la asociación ma-
yoritaria entre los jueces se

hubiese publicado una crítica tan zafia y
burda.

Javier Martínez Lázaro
Secretariado Jueces para la Democracia

La Inmatriculación de
Fincas en el Registro de

la Propiedad.
Su regulación actual

(Régimen Civil, Administrativo y Fiscal)

Autor: Concheiro del Rio
Registrador de la Propiedad

Importante publicación donde se
tratan los conceptos de las distin -
tas formas de acceso al registro
de las fincas ( I n m a t r i c u l a c i o n )
Análisis exhaustivo del e x p e -
diente de dominio. Certifica -
ciones administrativas de do -
minio, actas de notoriedad,
documentos privados y de la
usucapión o prescripción ad -
ministrativa, incluida la pres -
cripción tributaria.

1.150 págs.    
17.250 ptas. DIJUSA C/ Conde de Serrallo 13  28029 Madrid.

Comentarios a la
nueva Ley de

Enjuiciamiento Civil
Dirección: LORCA NAVARRTE

Catedratico de Derecho Procesal
C o o r d i n a d o r : G U I L A RTE GUTIERREZ

Catedrático
Riguroso análisis de la Ley 1/200
realizado por Catedraticos, Ma -
gistrados, Registradores, etc.
que facilitan un estudio artículo
por artículo de la Ley, incluyendo
en cada comentario sus antece -
dentes, la génesis del precepto.
Incluye su version en CD-ROM,
tabla de concordancias entre la
antigua y la nueva Ley y un prác -
tico índice analítico + actualiza -
ción por un año.

4 tomos   4.870 págs
48.000 ptas

El Contrato de Préstamo y
Crédito

Jurisprudencia y Doctrina Española

Autor: Fdez-Arias Shelly
Abogado

Obra estructurada en 2 vol. En el
primero se desarrolla el Préstamo
Civil y Mercantil en una visión
practica. En el segundo se analiza
la naturaleza del Crédito Ordina -
rio en el campo de las instituciones
de crédito. Se cierra con comenta -
rios a pie de cada artículo de la Ley
de Crédito al Consumo.

tomo I     572 págs.   
tomo II    573 págs. 

19.530 ptas. 

¡¡ 3 IMPORTANTES NOVEDADES !!

Precios sin IVA

Deliberación n.º 24, julio 2000



13
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DEL NUMERO ANTERIOR
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Mauricio Valiente Ots. Aboga-
do. Doctor en Derecho. Co-
o rdinador de los Servicios
Jurídicos de CEAR. Enrique
Santiago Romero. Abogado.
S e c retario General de CEAR

La Ley Orgánica 4/2.000, so-
b re derechos y libertades de los
e x t r a n j e ros en España y su inte-
gración social, ha supuesto una
evidente mejora en la situación
del colectivo de extranjeros en
n u e s t ro país, ampliando el re-
conocimiento de derechos de
estos conforme a la norm a t i v a
i n t e rnacional, introduciendo un
c o n t rol más efectivo de la ac-
tuación administrativa y esta-
bleciendo cauces para la obten-
ción de permisos de re s i d e n c i a
y trabajo, sobre todo para los
que se encontraban en una si-
tuación prolongada de irre g u l a-
ridad en España. Aunque, co-
mo toda ley, fuera susceptible
de ser mejorada o modificada
en lo que resultara técnicamen-
te deficiente o ineficaz en la
práctica, a fecha de hoy no ha
habido tiempo para estudiar el
resultado y las consecuencias
de su aplicación. Asimismo,
muchas de sus disposiciones
no han podido ponerse en
practica ante la ausencia de un
d e s a r rollo reglamentario de la

ley que debía haberse pro d u c i-
do antes del 2 de agosto, por lo
que el empeño re f o rmar la ley,
más que el resultado de una re-
flexión técnica, es producto de
una decisión política del actual
g o b i e rn o .

Son dos los argumentos em-
pleados para justificar la re f o r-
ma: el “efecto llamada” supues-
tamente provocado por los
beneficios recogidos en la ley y
las, también supuestas, “orien-
taciones de la Unión Euro p e a ” .
En cuanto a la primera, aparte
de reflejar la sorprendente idea
de que mientras peor sea la si-
tuación de los extranjeros en
España menos llegarán a nues-
tras fronteras, no está sustenta-
da en un análisis riguroso de
los datos disponibles, ya que si
bien se han incrementado las
entradas por algunos puntos
c o s t e ros, en otros, como es el
caso de Ceuta y Melilla, se han
reducido significativamente,
por lo que el número global de
llegadas de irre g u l a res a Espa-
ña desde la entrada en vigor de
la Ley 4/2000 no es muy distin-
to al número de llegadas habi-
das en los años anteriores. Por
otra parte, parece poco ajusta-
da a la realidad la tesis oficial
según la cual en las aldeas y
pueblos existentes desde el Rif
al río Níger no se habla de otra
cosa que del articulado de la
actual Ley 4/2000, siendo lo
cierto que el único “efecto lla-
mada” existente ahora, antes y
después de la aprobación y en
su caso modificación de la ac-
tual Ley, es el provocado por el
h a m b re y los conflictos bélicos
en los países de origen de los
inmigrantes y por la opulencia
y alto nivel de vida en los paí-
ses de llegada de los anteriore s .

En lo relativo a las supuestas
d i rectrices acordadas por la
Unión Europea, no es cierto
que las mismas hayan cambia-
do en los últimos seis meses ni
que la Cumbre de Ta m p e re es-
tableciera un endure c i m i e n t o
de la legislación en la materia.
En todo caso, la legislación de
los diferentes países mantiene
una gran pluralidad de solucio-
nes al problema de la inmigra-
ción; asimismo, el Consejo Eu-
ropeo de Ta m p e re puso un
especial énfasis en la integra-

ción social de los extranjero s ,
por lo que es irreal poner como
excusa unas orientaciones que
dejan un alto grado de flexibili-
dad para la acción de cada uno
de los gobiernos nacionales.

OÍR A TODOS

Por todo ello, cuando se
anunció el anteproyecto de re-
forma de la ley, la Comisión
Española de Ayuda al Refugia-
do (CEAR) hizo un llamamien-
to al gobierno para que escu-
chara las voces que, desde
todos los sectores sociales, se
habían pronunciado en contra
de las modificaciones plantea-
das, apostando por mantener
el consenso que hizo posible la
aprobación de la misma. En es-
te consenso, en opinión de la
CEAR, deberían quedar inclui-
dos los partidos políticos, los
sindicatos, las organizaciones
empresariales, las asociaciones
de inmigrantes y el conjunto de
organizaciones comprometidas
con la defensa de los derechos
de los extranjeros, debatiendo
los problemas reales que impli-
ca esta materia sin caer en un
discurso alarmista o demagógi-
co con fines partidistas.

El posicionamiento sobre el
anteproyecto de reforma de la
ley de extranjería realizado en
el Foro de la Inmigración, don-
de se encuentran representa-
dos buena parte de los que de-
ben alcanzar el consenso que
se propone, ha señalado los
puntos esenciales que sería
preciso superar para recuperar
el acuerdo inicial; en esta mis-
ma dirección, se ha pronuncia-
do recientemente el Consejo
General del Poder Judicial, en
su dictamen preceptivo sobre
el proyecto de ley, rechazando
las medidas más restrictivas de
los derechos fundamentales
que contiene (tutela judicial
efectiva, derecho a la defensa
letrada, etc), lo que podría lle-
gar a suponer la inconstitucio-
nalidad de algunos de sus ar-
tículos.

MODIFICACIÓN 
DEL ARTÍCULO 3

La modificación propuesta
en este artículo, básico para el

reconocimiento de los dere-
chos y libertades de los extran-
jeros en nuestro país, supone
un serio retroceso, ya que en el
mismo, significativamente, se
cambia el título de “Igualdad
con los españoles e interpreta-
ción de las normas” por “Dere-
chos de los extranjeros e inter-
pretación de las normas”. La
apuesta por la universalidad de
los derechos fundamentales,
no implica defender que las le-
yes españolas dejen de regular
los mecanismos y requisitos
para el ejercicio de cada uno
de los derechos, teniendo en
cuenta la especificidad de los
ciudadanos extranjeros, pero,
como regla general, debería
mantenerse que los extranjeros
gozarán en España de todos
los derechos reconocidos en el
Titulo I de la Constitución “en
igualdad de condiciones que
los españoles”.

En este mismo sentido, el
apartado primero del artículo
3.º, en el que se transcribe con
modificaciones el artículo 13.1
de la Constitución, debería
quedar redactado tal y como
aparece en nuestra carta mag-
na sin ningún añadido: “los ex-
tranjeros gozarán en España de
las libertades públicas que ga-
rantiza el presente Título, en
los términos que establezcan
los Tratados y la Ley”. En cual-
quier caso, la CEAR entiende
que la redacción constitucional
en la que se emplea el término
“todos”, no puede en ningún
caso ser alterada por las distin-
ciones que introduce la refor-
ma entre los extranjeros resi-
dentes legalmente en España y
los que se encuentran en situa-
ción irregular, ya que una re-
gulación legislativa sobre los
derechos reconocidos no pue-
de afectar a la titularidad de los
mismos; otra cosa distinta sería
la introducción de condiciones
y requisitos para regular su
ejercicio concreto, pero la dife-
rencia de trato entre españoles
y extranjeros nunca puede
afectar al contenido esencial de
los derechos, de acuerdo a lo
establecido en nuestro ordena-
miento constitucional.

Con carácter general, los ex-
tranjeros son titulares de todos
los derechos constitucionales

LOS DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS Y LA REFORMA DE LA LO 4/2000
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del Título I, salvo los de parti-
cipación pública reconocidos
sólo a los ciudadanos españo-
les en el artículo 23, por los
que ejercerán tales derechos en
condiciones de igualdad con
los españoles; una consecuen-
cia importante de lo anterior es
que no se podrá considerar co-
mo “actividad ilegal”, a los
efectos de las infracciones y
sanciones previstas en el Título
III de la ley, las actuaciones
que los extranjeros irregulares
lleven a cabo en el ejercicio de
estos derechos.

De acuerdo con el espíritu
general que inspira el conjunto
de la reforma, la nueva regula-
ción de los derechos de reu-
nión, manifestación, aso-
ciación, sindicación y huelga,
limita su disfrute sólo a los ex-
tranjeros “que se encuentren
legalmente en España” o sean
residentes, mientras en la ley
vigente se reconocían a todos
cualesquiera que fuera su si-
tuación. En efecto, se trata de
derechos reconocidos en el Tí -
tulo I de la Constitución a to-
das las personas, por lo que no
cabe la distinción entre legales
e irregulares; otra cosa distinta
sería, según lo dicho anterior-
mente, el establecimiento de
algunas diferencias de trato en-
t re españoles y extranjero s ,
siempre que no afectaran al
contenido constitucional esen-
cial del derecho.

I N C O N S T I T U C I O N A L I D A D

Si, en la tramitación parla-
mentaria del proyecto de ley
aprobado por el Consejo de
Ministros el pasado 4 de agos-
to, se mantiene el texto actual
de la reforma, en los términos
en los que se plantea el recor-
te de los anteriores derechos,
la CEAR sería uno de los pro-
motores de un posible recurso
de inconstitucionalidad inter-
puesto a través del Defensor
del Pueblo.

En este breve artículo no se
puede hacer una análisis ex-
haustivo del proyecto de ley,
p e ro estas consideraciones ge-
nerales permiten valorar el
sentido de la re f o rma y el re-
t roceso que suponen. Es espe-
cialmente grave la modifica-
ción del artículo 16.2, ya que
limita la titularidad del dere-
cho a la reagrupación familiar
a los extranjeros residentes en
España, excluyendo a sus des-
tinatarios en el país de origen;

con este cambio, en nuestra
opinión, se pretenden evitar
futuras reclamaciones frente a
la administración, lo que re f l e-
ja una clara intención de re-
cortar un derecho básico para
la integración social y la vida
n o rmal de los inmigrantes. La
s u p resión del apartado e) del

artículo 17, en el que se per-
mitía solicitar este derecho de
cualquier familiar del que se
justificara la necesidad de au-
torizar su residencia en Espa-
ña por razones humanitarias,
así como el f), es uno de los
m a y o res re t rocesos de la re-
f o rm a .

Por último, es especialmente
grave el aumento de las infrac-
ciones administrativas castiga-
das con la expulsión del terri-
torio español, criminalizando a
buena parte de la población

extranjera residente en nuestro
país y que en numerosas oca-
siones, motivadas entre otras
cosas por la situación del mer-
cado laboral y totalmente aje-
nas a su voluntad, se ven abo-
cados a una situación de
irregularidad y por tanto de re-
corte en sus derechos.

El artículo 55 establece que
los extranjeros que incurran
en lo previsto en el apartado
a) del artículo 51, “encontrarse
i r re g u l a rmente en territorio es-
pañol por no haber obtenido
o tener caducada la prórro g a
de estancia o la autorización
de residencia”, serán sancio-
nados con la expulsión del te-
rritorio; si a esto se añade la
i n t roducción en el artículo que
establece un mecanismo de
regularización perm a n e n t e
con requisitos más exigentes
para poder acceder a ella, la
situación jurídica de los ex-
t r a n j e ros en nuestro país pier-
de seguridad jurídica y re t ro-
cede en lo alcanzado con la
redacción inicial de la Ley
4/2000 y, en todo caso, impe-
dirá que se haga realidad su
objetivo proclamado de “inte-
gración social”.

DERECHO DE ASILO

El aumento de los controles
fronterizos, el interés de la ad-
ministración por responsabili-
zar a los transportistas en el
control de los flujos irregulares
de inmigración y el mayor mar-
gen de arbitrariedad otorgado a
los organismos públicos, pue-
de poner en peligro el acceso
de los perseguidos, refugiados
y desplazados a la institución
del asilo o estatutos comple-
mentarios.

En nuestra opinión, la Ley
debería afirmar taxativamente,
en los apartados corre s p o n-
dientes al transporte de ex-
t r a n j e ros que recoge el pro-
yecto de ley de re f o rma, que
los solicitantes de asilo están
exentos de los requisitos que
la normativa sobre extranjería
general exige para entrar en
España, conforme lo estipula
el mismo Convenio de Schen-
gen; como consecuencia de la
anterior exención, ni dichos
solicitantes ni las compañías
transportistas en las que via-
jan, pueden ser objeto de san-
ción alguna por ese motivo;
p e ro el temor de ser objeto de
algún tipo de sanción puede
conducir a que las compañías

de transporte incrementen sus
c o n t roles internos, siendo las
peor situadas para discern i r
que personas son refugiadas o
s u f ren amenazas de persecu-
ción conforme a lo estableci-
do en la Convención de Gine-
b r a .

Por otra parte, en el último
párrafo del apartado h) del ar-
tículo 52, se dispone que no
se considerará infracción a la
p resente Ley el hecho de
transportar hasta la fro n t e r a
española a un extranjero que,
habiendo presentado sin de-
mora su solicitud de asilo, és-
ta le sea admitida a trámite, se-
gún lo establecido en el
artículo 4.2 de la vigente ley
de asilo. Penalizar a un solici-
tante de asilo en estas condi-
ciones, por el hecho de no ha-
ber presentado en plazo su
solicitud conforme al artículo
4.2 de la ley de asilo y no ha-
ber sido admitida a trámite,
constituye la aplicación de
una infracción y en su caso
una sanción de carácter re t ro-
activo, que atenta contra el de-
recho a solicitar asilo, así co-
mo prejuzga en su caso
cualquier resolución judicial al
re s p e c t o .

Como reflexión final, con-
viene señalar la importancia
que para nuestro país ha de
tener un colectivo de perso-
nas, los extranjeros, que en la
mayoría de los casos acuden a
nuestra tierra para contribuir
al desarrollo económico y al
bienestar colectivo de nuestra
ciudadanía, colectivo que de-
be ser atendido y tratado, so-
b re todo en un momento de
bonanza económica como el
que atraviesa España en el
que se necesita mano de obra
extranjera, como nos hubiera
gustado que fueran tratados
los miles de inmigrantes eco-
nómicos españoles que a lo
l a rgo de nuestra historia se
han visto abocados a abando-
nar sus familias y pueblos pa-
ra mejorar sus expectativas de
vida a la vez que pro c u r a b a n
importantes ingresos econó-
micos en nuestro país. La me-
moria histórica debe mante-
nerse intacta, sobre todo
cuando es una memoria aún
muy reciente. No desperd i c i e-
mos la ocasión de ser justos y
solidarios con quienes hoy
padecen las dificultades que
no hace tanto tiempo padeci-
mos los españoles. Es sin du-
da una cuestión de dignidad
n a c i o n a l .
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EL DERECHO
E D I T O R E S

Estamos muy cerca de usted.

902 44 33 55
y

En Andalucía Occidental

95 453 59 86
En Andalucía Oriental

95 225 85 32
En Alicante y Murcia

96 520 67 75
En Aragón

976 29 05 20
En Asturias y León

98 521 31 30
En Cataluña...

93 419 11 09
En Galicia

981 20 65 96
En Madrid

91 435 39 75
En el País Vasco, La Rioja y Navarra...

94 422 24 06
En Valencia y Castellón

96 352 87 88

Si usted recibe este Boletín, seguramente usted es usuario de las Bases de Da-
tos de Jurisprudencia y de Legislación de EL DERECHO. Y seguramente,
también, hace ya tiempo que está trabajando con ellas. 

Pero si no fuera así, si usted todavía no esta utilizando la base de Datos de Ju-
risprudencia o la de Legislación, seguramente la responsabilidad es nuestra.
Probablemente ello se deba a que no nos hemos esforzado suficientemente en
ayudarle a trabajar con ellas.

Si así fuera, por favor, háganoslo saber. Ayúdenos a ayudarle.

Proveedor oficial de las Bases de Datos del 
Consejo General del Poder Judicial


